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El ombudsman como actor de la 
gobernanza ambiental y facilitador 

de la justicia climática

The Ombudsman as an Actor in Environmental Governance 
and a Facilitator of Climate Justice

O ombudsman como ator da governança ambiental e 
facilitador da justiça climática

Resumen

Este artículo analiza el rol del ombudsman o defensor del pueblo frente 
a los conflictos socioambientales derivados de la crisis climática y 
propone estrategias para fortalecerlo. La metodología se basó en un 
enfoque cualitativo, mediante el análisis documental y la triangu-
lación de fuentes académicas, jurídicas e informes institucionales. 
Los resultados muestran una transformación de los conflictos hacia 
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disputas por los recursos y la transición energética, y evidencian que 
el mandato reactivo tradicional de la institución resulta insuficiente 
debido a la falta de fuerza vinculante y a las limitaciones técnicas, 
especialmente en el ámbito regional. Se concluye que es necesario 
adoptar un modelo proactivo que incorpore el litigio estratégico 
y establezca unidades técnicas especializadas. De este modo, el 
ombudsman podrá consolidarse como un mecanismo institucional 
de la gobernanza ambiental y la justicia climática, y garantizar la 
protección de las comunidades vulnerables.

Palabras clave: cambio climático; conflictos socioambientales; de- 
rechos humanos; gobernanza ambiental; justicia ambiental; om- 
budsman.

Abstract

This study examines the role of the Ombudsman or Public Defender 
in addressing socio-environmental conflicts arising from the climate 
crisis and proposes strategies to strengthen this role. The method- 
ology was based on a qualitative approach involving documentary 
analysis and the triangulation of academic and legal sources, as 
well as institutional reports. The results reveal a transformation 
of conflicts into disputes over resources and the energy transition, 
and demonstrate that the institution’s traditional reactive mandate 
is insufficient due to its lack of binding authority and technical 
limitations, particularly at the regional level. The article concludes 
that an initiative-taking model incorporating strategic litigation 
and establishing specialized technical units is necessary. In this 
way, the Ombudsman may consolidate its position as an institutional 
mechanism for environmental governance and climate justice, while 
ensuring the protection of vulnerable communities.

Keywords: climate change; environmental governance; environ-
mental justice; human rights; ombudsman; socio-environmental 
conflicts.

Resumo

Este artigo analisa o papel do ombudsman ou defensor do povo 
diante dos conflitos socioambientais decorrentes da crise climática 
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e propõe estratégias para fortalecê-lo. A metodologia baseou-seem 
uma abordagem qualitativa, mediante análise documental e trian- 
gulação de fontes acadêmicas e jurídicas, bem como de relatórios 
institucionais. Os resultados demonstram uma transformação dos 
conflitos em disputas por recursos e pela transição energética e 
evidenciam que o mandato reativo tradicional da instituição é insufi-
ciente devido à falta de força vinculante e às limitações técnicas, 
especialmente no âmbito regional. Conclui-se que é necessário 
adotar um modelo proativo que incorpore o litígio estratégico e 
estabeleça unidades técnicas especializadas. Desse modo, o Om- 
budsman poderá consolidar-se como um mecanismo institucional 
de governança ambiental e justiça climática, garantindo a proteção 
das comunidades vulneráveis.

Palavras-chave: conflitos socioambientais; direitos humanos; 
governança ambiental; justiça ambiental; mudanças climáticas; 
ombudsman.

1.	 Introducción

La crisis ambiental contemporánea, intensificada por el cambio 
climático y la pérdida de biodiversidad, ha trascendido el ámbito 
ecológico hasta constituirse en una amenaza directa para los derechos 
humanos (Hiskes, 2009; Scartozzi, 2021). Esta problemática afecta 
intereses jurídicamente protegidos, como la seguridad alimentaria, 
el derecho a la salud y el derecho a un ambiente sano (Harvey, 1996; 
Nguyen et al., 2023). Se trata de un proceso global de degradación 
de los ecosistemas causado por la actividad humana, cuya manifes-
tación más crítica es la crisis climática, caracterizada por la alteración 
drástica y acelerada de los patrones meteorológicos globales. Según 
organismos internacionales como el Panel Intergubernamental 
de Expertos sobre el Cambio Climático (IPCC) y el Programa de 
las Naciones Unidas para el Medio Ambiente (PNUMA), la crisis 
climática y el deterioro ambiental están estrechamente relacionados, 
pues la primera constituye uno de los principales factores que 
aceleran el segundo y condicionan la supervivencia del planeta. 
En este contexto, la figura del ombudsman o defensor del pueblo 
emerge como una institución idónea para abordar los desafíos que 
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se presentan en la intersección entre la degradación ambiental y la 
vulneración de derechos.

En Colombia, el mandato de la Defensoría del Pueblo está intrín-
secamente vinculado con la protección de los derechos humanos 
frente a las acciones u omisiones del Estado. Sus instrumentos, como 
las acciones populares y de tutela, la mediación y la divulgación, 
resultan pertinentes para la defensa ambiental. Además, la Corte 
Constitucional, mediante el concepto de “Constitución ecológica”, 
desarrollado en la Sentencia T-411 de 1992, reconoce el derecho a un 
ambiente sano como un derecho colectivo y legitima la intervención 
de actores clave como el Defensor del Pueblo (Alzate-Mora et al., 
2018; Rodríguez y Vargas-Chaves, 2019).

El presente análisis parte de la hipótesis de que, si bien el defensor 
del pueblo constituye un actor fundamental, su marco de actuación 
resulta insuficiente frente a la magnitud de la crisis climática. Para 
preservar su relevancia y eficacia, la institución debe transitar de un 
rol predominantemente reactivo y mediador hacia uno proactivo 
y estratégico. Esta transformación le permitiría abordar las causas 
estructurales de la injusticia socioambiental y superar las limita-
ciones inherentes a su diseño institucional original.

Es pertinente aclarar la relación jerárquica entre las distintas 
dimensiones de esta problemática. La crisis contemporánea se 
caracteriza por una situación generalizada de injusticia socioam-
biental, expresada en la distribución desigual de los daños 
ecológicos y en las asimetrías relacionadas con el control de los 
recursos territoriales. Esta injusticia se concreta en la vulneración 
de derechos humanos fundamentales de las comunidades locales, 
como la vida, la salud y el derecho a un ambiente sano, y encuentra 
su expresión jurídica en la brecha material existente frente a las 
garantías de protección establecidas en instrumentos interna-
cionales como el Acuerdo de Escazú. En este contexto, la justicia 
climática surge como una respuesta normativa y estratégica 
fundamental. Esta noción exige no solo equidad en las políticas de 
mitigación y adaptación, sino también mecanismos institucionales 
orientados a corregir los desequilibrios distributivos y procesales 
que afectan a las poblaciones más vulnerables.
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El debate académico contemporáneo ha examinado la judicialización 
de los conflictos ecológicos (Merlinsky, 2010) y el creciente uso de 
enfoques ecocéntricos en los tribunales del Sur global (Rodríguez 
Garavito, 2011). Sin embargo, la literatura jurídica se ha centrado 
principalmente en la eficacia de las altas cortes y ha relegado a un 
segundo plano el papel de las magistraturas morales y de las institu-
ciones de control no jurisdiccionales (Maiorano, 2004). Este artículo 
contribuye a llenar ese vacío al examinar cómo el ombudsman puede 
actuar como un articulador dinámico y preventivo entre el activismo 
legal y la política pública climática en contextos caracterizados por 
una alta violencia territorial (Delamata, 2013).

En consecuencia, se presenta una aproximación a las barreras 
jurídicas, técnicas, sociopolíticas e institucionales que enfrenta 
la Defensoría del Pueblo, con el propósito de delinear una ruta 
estratégica para su fortalecimiento. Se sostiene que la institución 
debe adoptar nuevas estrategias, como la ampliación de las investi-
gaciones de oficio y el litigio estratégico, para lograr un impacto 
sistémico. Asimismo, se recomienda fortalecer sus capacidades 
internas mediante la creación de unidades especializadas y la 
construcción de alianzas con la academia y la sociedad civil, con 
el fin de acercarse a las comunidades más afectadas. La conclusión 
principal es que la Defensoría del Pueblo puede constituirse en 
un pilar de la justicia climática, siempre que se lleve a cabo una 
profunda transformación institucional.

El diseño metodológico integró un corpus complementario de 
fuentes primarias y literatura gris de alta relevancia. Este acervo 
comprendió jurisprudencia constitucional colombiana, con especial 
énfasis en las sentencias de la Corte Constitucional relacionadas 
con la “Constitución ecológica” y los derechos de la naturaleza, 
así como informes de alertas tempranas y reportes sobre conflic-
tividad elaborados por la Defensoría del Pueblo y la Procuraduría 
General de la Nación. También se incorporaron informes de 
observatorios globales y organizaciones no gubernamentales de 
derechos humanos, como los registros del Business & Human 
Rights Resource Centre, Human Rights Watch y la Fundación 
Mongabay. Además, se analizaron estudios de caso y diagnósticos 
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ambientales elaborados por organismos multilaterales y organiza-
ciones ambientales, como el Banco Interamericano de Desarrollo y 
el Fondo Mundial para la Naturaleza. Finalmente, se consultaron 
libros académicos de referencia especializados en sociología 
jurídica y geografía crítica del espacio, entre ellos los de Acselrad 
(2004), Azuela (2006), Harvey (1996) y Lefebvre (1974). La inclusión 
de estos documentos permitió triangular las discusiones teóricas 
internacionales con la realidad operativa de los defensores en los 
territorios más afectados.

2.	 Metodología

Se empleó una metodología cualitativa basada en el análisis docu- 
mental para examinar la compleja intersección entre la institucio-
nalidad del ombudsman, la crisis climática y los conflictos socioam-
bientales. Este enfoque facilitó la revisión y la síntesis exhaustivas 
de un amplio corpus de literatura académica, marcos jurídicos e 
informes institucionales, con el propósito de construir una com- 
prensión integral del fenómeno estudiado.

La búsqueda y la recopilación de información se llevaron a cabo 
de manera sistemática en bases de datos académicas y científicas 
de alto impacto, como Scopus, Web of Science (WoS) y JSTOR, así 
como en plataformas especializadas en ciencias sociales y jurídicas, 
entre ellas HeinOnline, vLex, EBSCO y SciELO. Esta selección 
aseguró una amplia cobertura de la producción científica global y 
de contribuciones relevantes en los ámbitos de la justicia ambiental 
y climática, lo que permitió establecer un diálogo entre diversas 
perspectivas.

Para estructurar la búsqueda, se definió un conjunto de palabras 
clave en español e inglés, combinadas mediante los operadores 
booleanos AND y OR para refinar los resultados. Los términos de 
búsqueda incluyeron combinaciones como las siguientes: (“Defen- 
sor del Pueblo” OR “Ombudsman”) AND (“cambio climático” OR 
“climate change”); (“conflictos socioambientales” OR “socio-envi-
ronmental conflicts”) AND (“justicia ambiental” OR “environmental 
justice”); y (“defensores ambientales” OR “environmental defenders”) 
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AND (“derechos humanos” OR “human rights”) AND “Colombia”. 
Para garantizar la validez y la profundidad del análisis, se aplicó una 
triangulación de la información, mediante la cual se contrastaron 
sistemáticamente los hallazgos provenientes de las distintas fuentes.

3.	 Resultados

3.1.	 El nuevo panorama de la conflictividad socioambiental

El tejido social en Colombia enfrenta crecientes tensiones derivadas 
de los conflictos relacionados con la gestión y el control de los 
recursos naturales, lo que evidencia fallas en la gobernanza y ries- 
gos para la paz territorial. Según la Defensoría del Pueblo, desde 
2023 los conflictos sociales han aumentado un 43  % con respecto 
a años anteriores (Defensoría del Pueblo, 2024a). Este incremento 
es especialmente notable en el sector minero-energético, en el que 
los eventos de conflictividad crecieron un 46  % durante el mismo 
periodo (Business & Human Rights Resource Centre, 2024). En 2025, 
esta tendencia continuó, con aumentos del 9 % en el primer trimestre 
y del 6 % en el primer semestre (Defensoría del Pueblo, 2025a).

Estas disputas son complejas y diversas. En el sector minero-ener-
gético, el 33  % de las demandas se relaciona con los derechos 
laborales y la contratación local, seguido de los conflictos ambi- 
entales, que representan el 32 % (Business & Human Rights Resource 
Centre, 2024). Además, la prestación de servicios públicos genera 
tensiones: entre 2022 y marzo de 2024 se registraron 438 conflictos, 
principalmente relacionados con el servicio de energía eléctrica 
(Defensoría del Pueblo, 2024b).

Autores como Alzate y colaboradores (2018), Morales Lizarazo y 
Ungar Ronderos (2022), Rodríguez (2016) y Martínez Abello (2022) 
señalan que el aumento sostenido de la conflictividad refleja una 
falla sistémica del modelo de desarrollo. Los proyectos extractivos 
y de infraestructura se implementan sin una planificación adecuada 
ni mecanismos efectivos de participación, lo que genera un ciclo de 
descontento y conflicto.
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La conflictividad es especialmente intensa en regiones con abun- 
dantes recursos naturales y una débil presencia estatal. En Santander, 
las disputas se centran en la oposición a proyectos de fracking y 
en la posible explotación de carbón en ecosistemas de páramo 
(Cruz Merchán et al., 2024). En Boyacá, los conflictos comprenden 
la protección de los páramos frente a la expansión agrícola y los 
impactos de los megaproyectos (Corpoboyacá, 2020).

El diagnóstico se centra en Santander, Boyacá, la Amazonía y el 
Chocó biogeográfico, debido a su representatividad biogeográfica 
y a su condición de casos emblemáticos de alta intensidad de 
conflictividad, en los que confluyen la expansión minero-ener-
gética, la deforestación ilegal y la vulnerabilidad étnico-territorial 
(Cruz Merchán et al., 2024; Reynoso, 2025; Banco Interamericano 
de Desarrollo [BID], 2025). No obstante, es necesario reconocer que 
las disputas socioambientales no son exclusivas de la ruralidad 
dispersa. Las grandes áreas metropolitanas del país, como Bogotá 
y Medellín, también experimentan intensos procesos de juridi-
ficación y movilización social relacionados con la protección de 
los humedales, la calidad del aire y el ordenamiento territorial 
(Gutiérrez, 2011; Merlinsky, 2007). Mientras que los entornos rurales 
seleccionados ilustran la lucha por la supervivencia biótica frente al 
extractivismo y el despojo armado, los contextos urbanos reflejan 
disputas por el derecho a la ciudad y la justicia distributiva ante 
el desarrollo inmobiliario e industrial descontrolado, como señala 
Melé (2003).

Las cifras de deforestación en Colombia reflejan una problemática 
persistente. Después de una reducción histórica en 2023, en 2024 
se registró un repunte del 43 % y la pérdida de 113 000 hectáreas 
de bosque (Reynoso, 2025). Aunque esta cifra es la segunda más 
baja registrada en más de dos décadas, evidencia la presión 
continua sobre los bosques (Ministerio de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible, 2025a; World Wildlife Fund [WWF], 2025a; Defensoría 
del Pueblo, 2025b).

La Amazonía colombiana concentra el 68 % de la pérdida de bos- 
ques del país y constituye el epicentro de esta crisis. En esta región, 
la deforestación es utilizada por grupos armados y organizaciones 
criminales como una estrategia de control territorial. Estos actores 
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presionan a los habitantes locales para que talen los bosques, 
promueven economías ilícitas y recurren a la tala y la quema de 
recursos forestales para facilitar el acaparamiento de tierras (Rey- 
noso, 2025; Human Rights Watch, 2025).

Leticia, ubicada en la triple frontera con Brasil y Perú, se ha con- 
vertido en un nodo estratégico para economías ilegales como el 
narcotráfico, la minería ilegal de oro y la tala ilícita de madera 
(Couto, 2023). En esta zona, la minería ilegal de oro ha superado 
al narcotráfico como la principal fuente de ingresos de estas redes, 
al tiempo que contamina los ríos con mercurio y destruye los 
ecosistemas (Santana et al., 2023).

El impacto sobre los pueblos indígenas es muy alto. Aunque son 
guardianes ancestrales de la selva, enfrentan amenazas, confina-
mientos y desplazamientos (Human Rights Watch, 2025). Si bien el 
Estado reconoce legalmente los territorios indígenas, en los que se 
encuentran los bosques mejor conservados, esta protección resulta 
ineficaz en la práctica (World Resources Institute [WRI], 2023; World 
Wildlife Fund - América Latina y el Caribe [WWF-LAC], 2019), lo 
que deja a las comunidades en una situación de vulnerabilidad 
frente a los actores criminales.

En el Chocó biogeográfico, la principal amenaza es la minería ilegal 
de oro, plata y platino. Esta actividad constituye la principal causa 
de deforestación y de grave contaminación por mercurio, cuyos 
efectos recaen principalmente sobre las comunidades afrocolom-
bianas e indígenas. Esta situación vulnera sus derechos étnico-terri-
toriales y socava su autonomía y su cultura (WWF, 2020; BID, 2025).

En el ámbito transfronterizo, los conflictos ambientales en Brasil, 
documentados por Acselrad (2004), presentan patrones similares 
de disputa por el territorio y los recursos, en los que los actores 
económicos y estatales se enfrentan a las comunidades locales. Por 
ejemplo, en Mato Grosso, la expansión de la agroindustria genera 
conflictos socioambientales y desplaza a poblaciones tradicionales 
(Jaber, 2012). De manera similar, en Colombia, la “praderización” 
destinada a la ganadería extensiva impulsa la deforestación, lo que 
evidencia que los modelos de desarrollo insostenibles constituyen 
una causa estructural de la pérdida de bosques y de la vulneración de 
los derechos territoriales (Ayala, 2022; Defensoría del Pueblo, 2025c).
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Como señalan Scartozzi (2021), Melé (2003), Azuela y Mussetta 
(2009) y Useche-Aldana (2025), estos conflictos involucran tanto el 
ambiente como el control de los procesos sociales y económicos que 
determinan el uso del territorio. Así, la producción de territorios 
en disputa implica que distintos actores intenten imponer sus 
visiones y proyectos. La deforestación en la Amazonía y el Chocó 
ejemplifica cómo los actores criminales generan territorios de 
ilegalidad y despojo, y reconfiguran el paisaje físico y social en 
beneficio de sus intereses.

Esta dinámica convierte los conflictos en controversias públicas que 
redefinen las relaciones de poder locales (Melé, 2008). La conver-
gencia entre las organizaciones sociales y el conflicto ambiental en 
áreas metropolitanas, estudiada por Merlinsky (2007), es comparable 
con las dinámicas rurales. En ambos contextos, las comunidades 
se organizan para resistir la degradación ambiental, aunque, en la 
Amazonía y el Chocó, dicha resistencia se desarrolla en un entorno 
de violencia armada.

3.2.	 La Defensoría del Pueblo y la protección ambiental

La ratificación del Acuerdo de Escazú por parte de Colombia, 
mediante la Ley 2273 de 2022, representa un avance significativo 
en materia de gobernanza ambiental (Ministerio de Ambiente y 
Desarrollo Sostenible, 2024a). Este tratado establece un estándar 
renovado para la democracia ambiental, fundamentado en el acceso 
a la información, la participación pública y el acceso a la justicia. 
Asimismo, su artículo 9 exige que el Estado garantice un entorno 
seguro para los defensores ambientales.

El Estado colombiano ha liderado el desarrollo de una jurispru-
dencia que reconoce a la naturaleza como sujeto de derechos, 
mediante la adopción de un enfoque ecocéntrico que contrasta 
con la visión antropocéntrica tradicional. Este marco atribuye a los 
ecosistemas un valor intrínseco y derechos propios, orientados a 
su protección, conservación y restauración (Rodríguez y Vargas-
Chaves, 2019). Diversas sentencias han reconocido como sujetos de 



Iván Vargas-Chaves; Diego Hernández-Guzmán  -  El ombudsman como 
actor de la gobernanza ambiental y facilitador de la justicia climática

Análisis Jurídico-Político 8(16) 2026 • pp. 45-76 55

derechos al río Atrato y a la Amazonía colombiana (Ministerio de 
Ambiente y Desarrollo Sostenible, 2024b).

El derecho a la consulta previa, libre e informada es fundamental 
para los pueblos indígenas y otros grupos étnicos (Agencia 
Nacional de Defensa Jurídica del Estado, 2024). Este derecho exige 
que cualquier medida que los afecte directamente sea consultada 
con ellos. La jurisprudencia actual establece que la consulta debe 
constituir un diálogo intercultural genuino, orientado a alcanzar 
acuerdos (Ibáñez-Elam et al., 2023).

En este contexto, los instrumentos previstos en el Acuerdo de 
Escazú, los derechos de la naturaleza y el consentimiento libre, 
previo e informado conforman un “escudo” jurídico cuyos com- 
ponentes se fortalecen de manera recíproca. En este marco, el 
defensor del pueblo emerge como un actor clave para promover 
la justicia ambiental y proteger tanto los derechos humanos como 
los de la naturaleza. Según Azuela (2006), la sociología del derecho 
ambiental demuestra que la efectividad de estos instrumentos 
depende de la capacidad de los actores sociales para movilizarlos. 
Así, el “campo jurídico”, en términos de Pierre Bourdieu y Gunther 
Teubner (2005), se convierte en un espacio de disputa en torno al 
significado y la aplicación del derecho.

El papel de la justicia ambiental en la articulación de las políticas y 
los derechos sociales es fundamental, según Abramovich (2009). Las 
sentencias sobre los derechos de la naturaleza no son meras declara-
ciones simbólicas, sino mandatos que obligan al Estado a actuar y a 
los defensores del pueblo a supervisar su cumplimiento, con el fin 
de convertir dichos derechos en políticas públicas efectivas.

El activismo legal, según Delamata (2013), ha sido esencial para 
la actualización del derecho ambiental, especialmente frente a la 
megaminería. Las comunidades y las organizaciones no guberna-
mentales han utilizado el litigio estratégico para cuestionar 
proyectos extractivos y ampliar la protección ambiental. En este 
sentido, la Defensoría del Pueblo puede potenciar este activismo 
mediante el apoyo técnico y la legitimidad institucional brindados 
a las demandas ciudadanas.
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La juridificación de los conflictos ambientales, al traducir las 
disputas sociales al lenguaje jurídico, puede abrir nuevos espacios 
de participación y reconocimiento de derechos, aunque también 
plantea desafíos complejos (Merlinsky, 2010). La intervención del 
ombudsman contribuye a inclinar la balanza hacia la protección de 
los derechos de las comunidades y del ambiente, especialmente en 
países donde los defensores del pueblo han sido fundamentales 
para cerrar la brecha entre las leyes ambientales progresistas y su 
limitada implementación (Maiorano, 2004). Su mandato les permite 
actuar como contrapeso frente al poder político y económico y 
defender el interés público ambiental.

Desde otra perspectiva, la labor de la entidad contribuye a con- 
solidar este nuevo paradigma jurídico en la región. Como señala 
Rodríguez Garavito (2011), el derecho en América Latina se encu- 
entra en constante transformación, con un énfasis creciente en los 
derechos sociales, económicos y culturales, así como en la defensa 
activa del ambiente, a partir del reconocimiento de que un entorno 
sano es esencial para una vida digna.

No obstante, Colombia continúa siendo uno de los países más 
peligrosos para los defensores del ambiente (WWF, 2023). En 2022 se 
registraron 60 asesinatos de líderes ambientales, cifra que aumentó 
a 79 en 2023 (WWF, 2023; Procuraduría General de la Nación, 2024). 
Al 31 de mayo de 2025, la Defensoría del Pueblo había documentado 
81 asesinatos de líderes sociales y defensores de derechos humanos 
(Defensoría del Pueblo, 2025d). Otro informe reportó el asesinato 
de 43 defensores únicamente durante el primer trimestre de ese año 
(Ortuño López, 2025).

El perfil de las víctimas revela que la violencia afecta de manera 
desproporcionada a los líderes indígenas y comunales (Ortuño 
López, 2025). Los ataques se concentran en regiones con abundantes 
recursos naturales y presencia de economías ilícitas, como Cauca, 
Antioquia, Nariño y Norte de Santander (Procuraduría General 
de la Nación, 2024). Esta focalización busca eliminar a quienes se 
oponen al despojo de tierras y a los proyectos extractivos (Human 
Rights Watch, 2025; Defensoría del Pueblo, 2025e).
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La violencia contra los defensores está directamente relacionada 
con las dinámicas del conflicto y es resultado de la expansión de 
los grupos armados, las disputas por la tierra y los recursos, y la 
imposición de proyectos de desarrollo sin el consentimiento de las 
comunidades (Human Rights Watch, 2025; Procuraduría General 
de la Nación, 2024). Además, existe una falla sistémica en los 
mecanismos estatales de protección.

Resulta alarmante que ninguno de los 43 defensores asesinados 
durante el primer trimestre de 2025 contara con medidas estatales 
de protección otorgadas por la Unidad Nacional de Protección 
(Ortuño López, 2025). Esta situación evidencia una brecha entre 
el riesgo real y la capacidad de respuesta del Estado, y demuestra 
que las medidas de protección suelen ser tardías o inadecuadas 
en los contextos rurales. Asimismo, la ratificación del Acuerdo de 
Escazú convierte la protección de los defensores en una obligación 
jurídica internacional vinculante. Su artículo 9 proporciona una 
base jurídica para que la Defensoría del Pueblo exija al Estado el 
cumplimiento de su deber de “prevenir, investigar y sancionar” los 
ataques (Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, 2024c).

La acción colectiva de los líderes sociales y ambientales y de los 
defensores de derechos humanos, como señala Melucci (1999), cons- 
truye identidad y solidaridad frente a las amenazas. Estos movi- 
mientos no solo protegen recursos específicos, sino que también 
proponen alternativas de vida y desarrollo. Por ello, la violencia busca 
desarticular esta acción colectiva. Proteger a los defensores implica, 
en última instancia, preservar la capacidad de las comunidades para 
imaginar y construir su futuro.

Según Maiorano (2004) y Oszlak y O’Donnell (1981), la violencia 
contra los defensores constituye una “cuestión socialmente proble-
matizada” que el Estado no ha abordado de manera eficaz. La falta 
de protección y la impunidad evidencian fallas en las políticas 
estatales y en la capacidad del Estado para garantizar el monopolio 
de la fuerza y el imperio de la ley en amplias zonas del territorio.

La política ambiental, según Hajer (1995), constituye una lucha entre 
discursos. Mientras los defensores ambientales promueven una 
narrativa que valora la naturaleza y los derechos de las comunidades, 
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otros actores buscan imponer un discurso de desarrollo a cualquier 
costo, incluso mediante el uso de la violencia para silenciar las 
alternativas. En consonancia con esta perspectiva, Hannigan (2006) 
explica cómo los problemas ambientales se construyen socialmente, 
marco en el cual la violencia contra los defensores constituye una 
realidad evidente.

El defensor del pueblo —al amplificar las voces de los defensores y 
legitimar su narrativa en el debate público— puede cuestionar esta 
construcción en un contexto en el que la incertidumbre es común 
frente a los problemas ambientales complejos (Callon et al., 2001; 
Gutiérrez, 2011). La violencia contra los defensores incrementa 
esta incertidumbre al eliminar a quienes poseen un conocimiento 
profundo del territorio y de los impactos de los proyectos.

La compleja interacción entre el despojo territorial, la violencia 
armada y la degradación de ecosistemas estratégicos en la Amazonía 
y el Chocó configura el mapa de presiones fácticas y fallas de 
gobernanza que enfrenta el ombudsman (Defensoría del Pueblo, 
2025a). La evolución de los conflictos rurales hacia escenarios 
caracterizados por las economías ilegales y la impunidad (Reynoso, 
2025) pone a prueba los métodos tradicionales de la magistratura 
moral y demuestra que las recomendaciones convencionales 
resultan ineficaces si la institución no adopta un papel proactivo 
en el territorio (Oszlak y O’Donnell, 1981). De esta manera, la 
geografía de la ilegalidad expuesta actúa como un catalizador que 
obliga a replantear las capacidades de investigación de oficio y el 
alcance preventivo del Sistema de Alertas Tempranas (Corporación 
Excelencia en la Justicia, 2019).

3.3.	 El cambio climático y el reto que supone para la 
defensoría del pueblo

El cambio climático es un fenómeno global cuyos impactos se 
distribuyen de manera desigual y afectan con mayor severidad a 
las comunidades rurales, indígenas y campesinas (Hiskes, 2009). 
Esta desigualdad convierte la acción climática en un imperativo de 
justicia ambiental y equidad intergeneracional, ya que, para estas 
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comunidades, el cambio climático constituye una crisis actual que 
desestabiliza sus medios de vida, su seguridad alimentaria y su 
cultura (Echeverri y Salcedo, 2010; Gutiérrez Álvarez et al., 2022).

Para los pueblos indígenas, la crisis climática implica una ruptura 
de la relación de interdependencia entre su cultura y la naturaleza. 
En La Guajira, las comunidades ven amenazados sus conocimientos 
tradicionales y sus sistemas de gobernanza agroalimentaria e 
hídrica (Vargas-Chaves, 2025). En la Amazonía, la alteración de los 
ciclos estacionales trastorna los calendarios ecológicos tradicionales 
que rigen la siembra, la cosecha y la pesca. Los cambios en la 
reproducción de los peces y la maduración de los frutos amenazan 
la seguridad alimentaria y generan una erosión cultural asociada 
a los saberes ancestrales sobre agricultura y pesca (Echeverri y 
Salcedo, 2010; Vargas-Chaves, 2024).

A pesar de su vulnerabilidad, las comunidades indígenas y cam- 
pesinas han conservado conocimientos tradicionales que les permiten 
adaptarse al cambio climático, como la agrosilvicultura, la recolección 
de agua y el uso de cultivos adaptados a las condiciones locales 
(Altieri y Nicholls, 2009; Vargas-Chaves, 2024). Sin embargo, existe una 
desconexión entre la política climática nacional y los conocimientos de 
las comunidades en los territorios (Hiskes, 2009; Carruthers, 2008).

El cambio climático actúa como un “multiplicador de amenazas”, 
pues agrava vulnerabilidades sociales, económicas y culturales 
preexistentes. Por ello, la Defensoría del Pueblo debe exigir que 
las políticas climáticas incorporen un enfoque interseccional y se 
articulen con las políticas sociales para enfrentar la pobreza, mejorar 
el acceso a servicios básicos, como el agua y la atención en salud, 
y garantizar la seguridad jurídica de las tierras y los territorios de 
estas comunidades.

En La Guajira, el cambio climático intensifica la escasez hídrica 
y amenaza directamente la subsistencia del pueblo wayuu. Un 
estudio reveló que el 88  % de los integrantes de una comunidad 
consume menos de 50 litros de agua por persona al día, cantidad 
inferior al mínimo recomendado por la Organización Mundial de 
la Salud. Esta situación extrema agrava una condición histórica de 
marginación (Gutiérrez Álvarez et al., 2022).
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El análisis de Harvey (1996) sobre la justicia y la geografía de la 
diferencia resulta relevante, ya que la crisis climática redistribuye el 
riesgo de manera desigual y afecta con mayor intensidad a quienes 
tienen menor capacidad de respuesta. Según Lefebvre (1974), la 
producción del espacio se ve alterada por el clima, lo que reconfigura 
los territorios y las relaciones sociales. El cambio climático intensifica 
las tensiones sociales existentes y genera nuevas disputas al modi- 
ficar la disponibilidad de los recursos, con lo cual redefine el mapa 
de las disputas vitales (Rodríguez, 2016; Zamora Sáenz, 2017). En 
este contexto, la supervivencia y la dignidad humana se sitúan en el 
centro del debate, ya que la competencia por bienes básicos impulsa 
la conflictividad (Acselrad, 2004).

La seguridad hídrica, fundamental para cualquier sociedad, enfrenta 
una amenaza creciente. La alteración de los patrones de lluvia, las 
sequías prolongadas y el retroceso de los glaciares reducen drásti-
camente la disponibilidad de agua, lo que la convierte en un recurso 
cada vez más escaso y disputado. Según Nguyen y colaboradores 
(2023), esta escasez derivada del cambio climático genera conflictos 
en distintos niveles: en el ámbito local, surgen tensiones entre comu- 
nidades que dependen de las mismas fuentes de agua; y, en el 
sectorial, se intensifican las disputas entre grandes usuarios, como 
la agroindustria y la minería, y las poblaciones que requieren agua 
para su consumo.

De manera similar, la tierra, base de la seguridad alimentaria y 
del arraigo cultural, experimenta una degradación acelerada. La 
desertificación, la salinización de los suelos causada por el aumento 
del nivel del mar y la erosión reducen la superficie cultivable. Jaber 
(2012) y Stringer y colaboradores (2021) destacan que esta situación 
intensifica la competencia por las tierras fértiles y transforma 
los conflictos de tenencia en una lucha por la viabilidad de las 
comunidades. Como resultado, los medios de vida de agricultores 
y ganaderos se ven amenazados, lo que provoca el desplazamiento 
de comunidades dependientes de la agricultura de subsistencia.

Al igual que las disputas por los recursos hídricos, este fenómeno 
pone en riesgo la seguridad alimentaria, genera nuevas tensiones 
sociales y reaviva disputas históricas por el territorio, lo que da 
origen a una nueva categoría de migrantes por causas ambientales. 
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Paradójicamente, el impulso global para mitigar el cambio 
climático está generando nuevos conflictos socioambientales, pues 
las soluciones propuestas, aunque necesarias, no son neutras en 
sus efectos distributivos y pueden provocar profundas tensiones 
sociales y ecológicas (Acselrad, 2004).

Lo anterior se observa en la transición hacia un sistema energético 
basado en fuentes renovables, concebido como un modelo de 
desarrollo bajo en carbono, que constituye un campo de disputa 
política y jurídica. Aunque este sistema es fundamental para la 
descarbonización, su implementación genera una demanda creciente 
de minerales estratégicos, como el litio, el cobalto y las tierras raras, 
esenciales para la fabricación de baterías, turbinas eólicas y paneles 
solares, lo que impulsa una nueva ola de extractivismo.

La extracción de estos recursos, concentrada en el Sur global, pro- 
voca impactos ambientales significativos, como la contaminación 
del agua y la degradación de los ecosistemas (Ngcamu, 2023). 
Además, genera graves conflictos sociales, entre ellos el despla-
zamiento de comunidades, la vulneración de los derechos territo-
riales de los pueblos indígenas y las disputas por la distribución de 
los beneficios económicos (Azuela y Mussetta, 2009).

El despliegue a gran escala de infraestructura para energías reno- 
vables también genera controversias, ya que la instalación de parques 
eólicos y solares requiere grandes extensiones de terreno, lo que entra 
en conflicto con otros usos del suelo, como la agricultura, la ganadería 
y la conservación de la biodiversidad (Jaber, 2012). Asimismo, la 
construcción de grandes represas hidroeléctricas, aunque estas sean 
consideradas una fuente de energía limpia, puede alterar drásti-
camente los ecosistemas fluviales y desplazar comunidades enteras.

Para los defensores del pueblo, es fundamental garantizar que los 
pueblos indígenas y las comunidades étnicas puedan expresar su 
consentimiento libre, previo e informado mediante procesos de 
consulta durante el diseño y la planeación de estos proyectos, que 
afectan de manera irreversible sus medios de vida y sus vínculos 
culturales con el territorio. Esta situación genera complejas 
disputas en torno a la planificación territorial y al derecho de las 
comunidades a decidir sobre su propio desarrollo (Melé, 2003).
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Otro frente complejo de conflicto, relacionado con las respuestas 
científicas al cambio climático, surge con las tecnologías de geoinge-
niería. Estas propuestas buscan manipular los sistemas climáticos 
para frenar el calentamiento global, pero plantean dilemas que 
requieren la intervención del ombudsman para supervisar sus 
implicaciones éticas y jurídicas (Callon et al., 2001). Existe el 
riesgo de que un Estado o un consorcio privado implemente estas 
tecnologías de manera unilateral y sin un marco de gobernanza 
adecuado. Las consecuencias de tales intervenciones son imprede-
cibles y podrían distribuirse de manera desigual, por lo que los 
defensores del pueblo deben actuar como garantes para evitar que 
ciertas regiones se beneficien en detrimento de otras.

Por último, el impacto del cambio climático trasciende los recursos 
naturales y afecta directamente el derecho fundamental a la 
salud, un ámbito de especial vigilancia para las instituciones de 
derechos humanos (Harvey, 1996). El aumento de las temperaturas 
y la variabilidad de las precipitaciones amplían el alcance de 
enfermedades como el dengue, lo que obliga a la institución a 
exigir respuestas estatales efectivas. El desequilibrio entre quienes 
generan el problema y quienes sufren sus consecuencias constituye 
una fuente constante de tensión social. Hannigan (2006) sostiene 
que este sentimiento de agravio debilita la confianza en las institu-
ciones, por lo que la gestión de los recursos debe ir más allá de la 
reducción de emisiones y promover la adaptación comunitaria y la 
equidad (Carruthers, 2008; Hiskes, 2009).

Los impactos desiguales del cambio climático en La Guajira y 
la Amazonía, así como las disputas emergentes derivadas de la 
transición energética global (Ngcamu, 2023), configuran una nueva 
frontera de vulneración de los derechos humanos que el ombudsman 
está llamado a proteger (Harvey, 1996). La Defensoría del Pueblo 
enfrenta la necesidad de abandonar el enfoque antropocéntrico 
tradicional y adoptar una vigilancia interseccional frente a la crisis 
climática y los dilemas de la geoingeniería (Hiskes, 2009). De este 
modo, la crisis climática deja de ser una categoría científica abstracta 
para convertirse en el desafío operativo definitivo del Defensor del 
Pueblo, quien debe garantizar la legalidad administrativa, la equidad 
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intergeneracional y la justicia distributiva para las comunidades 
más vulnerables (Carruthers, 2008).

4.	 Discusión

4.1.	 Retos desde el marco jurídico y competencias

La naturaleza inédita y la complejidad de los conflictos socioam-
bientales asociados al cambio climático plantean al ombudsman 
desafíos que ponen a prueba los límites de su diseño institucional 
y su capacidad de incidencia. Estos retos pueden agruparse en 
distintas categorías, como se analizará a continuación.

4.1.1. Desafíos de carácter jurídico

La implementación de las herramientas consagradas en la Ley 2273 
de 2022 y la tutela judicial de los ríos y bosques reconocidos como 
sujetos de derechos, analizadas en la sección 3.2, enfrentan obstáculos 
de fondo derivados de las limitaciones de las facultades institu-
cionales del ombudsman. En el caso de la Defensoría del Pueblo de 
Colombia, el principal obstáculo jurídico radica en la naturaleza de 
su “magistratura moral”. Aunque puede emitir alertas y recomenda-
ciones, estas no son vinculantes para las entidades ejecutivas respon-
sables de la gestión ambiental y minera. Esta limitación resulta 
especialmente relevante en Colombia, donde los intereses económicos 
estratégicos, en particular los relacionados con proyectos extractivos 
o de transición energética, suelen prevalecer sobre la voluntad política 
de acatar las recomendaciones defensoriales. Si bien la Defensoría 
cuenta con herramientas constitucionales, como la acción de tutela y 
las acciones populares, su capacidad para detener daños ambientales 
inminentes depende, en gran medida, de la respuesta del aparato 
judicial y no de una potestad sancionatoria propia. Esta situación 
reduce su efectividad inmediata frente al carácter irreversible de los 
daños ambientales y climáticos.

Además, el mandato tradicional de la Defensoría se limita a super- 
visar la administración pública, lo que dificulta abordar conflictos 
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en los que las empresas privadas son responsables. En el caso del 
cambio climático, por tratarse de un fenómeno global, sus impactos 
trascienden las fronteras nacionales. Un mandato restringido a 
una jurisdicción territorial impide que la Defensoría intervenga 
eficazmente en conflictos transfronterizos, como la contaminación de 
ríos compartidos o los efectos de la deforestación en países vecinos.

Por último, la gobernanza ambiental involucra a diversos orga- 
nismos, como los ministerios y las fiscalías especializadas. La 
superposición de funciones, sin una coordinación adecuada, puede 
fragmentar la respuesta estatal y generar confusión entre la ciuda- 
danía acerca de la entidad a la que debe acudir. Según Abramovich 
(2009), esta dispersión de responsabilidades puede debilitar la 
autoridad de la Defensoría y dificultar la construcción de una política 
ambiental unificada y coherente para la protección de los derechos.

4.1.2. Desafíos derivados de la complejidad científica y técnica

La información presentada sobre la acelerada pérdida de bosques en 
la Amazonía y la contaminación por mercurio en el Chocó (sección 
3.1) sugiere que la supervisión de la gestión gubernamental en estos 
ecosistemas trasciende el análisis estrictamente jurídico. Además de 
las barreras legales, la Defensoría enfrenta desafíos derivados de la 
complejidad científica y técnica del fenómeno climático. Supervisar 
a la administración pública en este ámbito exige interactuar con 
disciplinas ajenas a su labor habitual, lo que requiere adaptar sus 
capacidades y métodos de investigación. Los conflictos socioam-
bientales vinculados con el clima no pueden abordarse únicamente 
mediante herramientas jurídicas, pues requieren interpretar infor- 
mación especializada, como modelos climáticos y evaluaciones de 
impacto ambiental de grandes proyectos.

Para garantizar una supervisión rigurosa y formular recomenda-
ciones sólidas, es fundamental contar con equipos multidisciplinarios. 
La falta de expertos en climatología, hidrología o biología limita 
la capacidad institucional para cuestionar las decisiones guberna-
mentales o proponer alternativas viables desde una perspectiva 
técnica y científica.
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Un desafío adicional es la dificultad de establecer una relación 
directa de causa y efecto en el ámbito climático, lo que entra en 
tensión con los requisitos probatorios del derecho. Aunque existe 
consenso científico sobre el calentamiento global, resulta complejo 
atribuir un desastre específico, como una sequía o una inundación, 
a una decisión administrativa concreta (Callon et al., 2001).

Los impactos climáticos son difusos y acumulativos, y se manifiestan 
a largo plazo. Esta característica, denominada “dilución de la cau- 
salidad”, dificulta la construcción de argumentos sólidos para deter- 
minar la responsabilidad de una autoridad por un daño específico. 
Por lo tanto, representa un obstáculo para formular recomendaciones 
precisas que ordenen reparaciones o medidas correctivas.

4.1.3. Desafíos sociopolíticos y económicos

Además de las limitaciones jurídicas y las barreras científicas, la 
entidad enfrenta complejas realidades sociopolíticas y económicas. 
Es en este ámbito donde su capacidad de influencia se ve sometida 
a mayores presiones.

El preocupante aumento de los asesinatos de líderes sociales docu- 
mentado hasta 2025 en la sección 3.2, sumado a las presiones 
territoriales derivadas de la minería ilegal y de los megaproyectos 
energéticos expuestas en las secciones 3.1 y 3.3, configura un escenario 
de extrema asimetría de poder que desborda las capacidades de la 
institución. En primer lugar, en estos conflictos suelen enfrentarse 
comunidades locales, campesinas o indígenas con recursos limitados 
y actores con gran poder económico y político. Estos últimos, como las 
grandes corporaciones o determinados sectores estatales, promueven 
proyectos extractivos con elevados costos sociales. Esta profunda 
asimetría hace que la autoridad moral del ombudsman resulte insufi-
ciente frente a la capacidad de los actores poderosos para influir en 
las decisiones políticas (Melé, 2003).

En segundo lugar, los conflictos derivados de la crisis climática 
reflejan choques entre distintas visiones del mundo. En ellos se 
enfrentan modelos de desarrollo que priorizan el crecimiento eco- 
nómico y otros que defienden la integridad de los ecosistemas y los 
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derechos territoriales. Esta polarización social dificulta la labor de 
mediación de la Defensoría, pues cualquier recomendación puede 
percibirse como parcial, lo que podría erosionar su legitimidad.

Finalmente, la independencia y la autonomía que sustentan la 
legitimidad de la institución se encuentran bajo una amenaza 
constante. Al ejercer funciones de control sobre el poder, la entidad 
es vulnerable a presiones políticas, como los recortes presupuestales 
o los nombramientos basados en la lealtad, en lugar de la idoneidad. 
Este riesgo de captura institucional puede tornar irrelevante al 
ombudsman e impedirle proteger eficazmente los derechos de la 
ciudadanía frente a los abusos del poder.

4.1.4. Desafíos institucionales y de recursos

Además de las limitaciones jurídicas, científicas y sociopolíticas, 
la Defensoría del Pueblo enfrenta desafíos internos relacionados 
con sus capacidades institucionales y los recursos disponibles. 
Estos factores operativos, aunque a menudo se subestiman, son 
fundamentales para que la institución convierta su mandato en 
acciones concretas y efectivas. Una entidad, por más sólido que sea 
su diseño jurídico, resulta inoperante si no cuenta con los medios 
adecuados para cumplir su misión (Oszlak y O’Donnell, 1981).

La situación de marginación histórica, escasez de agua y alteración 
de los ciclos agroalimentarios en áreas vulnerables como La Guajira 
y la Amazonía, analizada en la sección 3.3, evidencia la necesidad 
urgente de fortalecer la presencia territorial en las zonas rurales 
dispersas. Así las cosas, el desafío más crítico para la operatividad 
de la institución en Colombia es la asimetría entre el nivel central 
y las defensorías regionales. Aunque la crisis climática y la conflic-
tividad se concentran en territorios como la Amazonía, el Chocó 
biogeográfico y el Cauca, las capacidades técnicas y presupuestales 
de las oficinas regionales ubicadas en estas zonas resultan insufi-
cientes frente a la magnitud del problema. La falta de un despliegue 
efectivo limita su capacidad operativa e impide mantener una 
presencia constante en los territorios rurales dispersos, donde 
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ocurren la mayoría de los asesinatos de líderes ambientales y se 
expanden las economías ilícitas.

Además, los equipos regionales, conformados generalmente por 
abogados generalistas, carecen de la formación especializada 
en ciencias ambientales necesaria para controvertir estudios de 
impacto ambiental y monitorear fenómenos complejos, como la 
contaminación por mercurio o la deforestación asociada al acapara-
miento de tierras.

Finalmente, existe una paradoja crítica: las poblaciones más afec- 
tadas por la degradación ambiental, como las comunidades indí- 
genas y campesinas, son también las que enfrentan mayores 
dificultades para acceder a los servicios de la Defensoría. Esta 
brecha responde a factores como la distancia geográfica, las barreras 
culturales y la desconfianza histórica hacia las instituciones. Si la 
entidad no desarrolla estrategias proactivas para acercarse a estas 
comunidades, corre el riesgo de volverse irrelevante para quienes 
más necesita proteger.

4.2.	 Balances y perspectivas

La crisis climática es un desafío estructural que requiere una acción 
estatal coordinada, que incluya leyes ambiciosas, políticas públicas 
con financiamiento suficiente y una justicia accesible. En este 
contexto, el ombudsman, pese a enfrentar retos significativos, cumple 
un papel fundamental por su capacidad para supervisar el cumpli-
miento de las obligaciones estatales y garantizar una transición 
justa. Para lograrlo, la institución debe adoptar estrategias que 
fortalezcan su incidencia y permitan anticipar los conflictos.

Para superar estas limitaciones, la Defensoría del Pueblo debe 
transformar su Sistema de Alertas Tempranas e incorporar 
indicadores climáticos y socioambientales, con el fin de anticipar 
los conflictos por el agua o el uso del suelo antes de que escalen 
hacia escenarios de violencia. En un país donde 81 líderes fueron 
asesinados durante los primeros meses de 2025, las defensorías 
regionales deben funcionar como nodos de inteligencia preventiva 
y aprovechar el conocimiento local para emitir alertas que activen 
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la respuesta interinstitucional del Estado, de conformidad con el 
Acuerdo de Escazú.

Asimismo, los defensores regionales deben fortalecer el litigio 
estratégico y asumir la representación judicial de sujetos de derechos 
reconocidos, como la Amazonía y el río Atrato, para exigir el cumpli-
miento de las sentencias que ordenan su protección y restauración. 
Esto requiere ir más allá de los informes defensoriales y activar 
mecanismos de control judicial que garanticen la asignación de 
recursos presupuestales y la ejecución de políticas de adaptación al 
cambio climático en territorios vulnerables como La Guajira.

Finalmente, la responsabilidad del ombudsman incluye vigilar la 
coherencia de la política estatal. En el contexto de la crisis climática, 
esto implica supervisar la implementación de los planes nacionales 
de adaptación y mitigación. La institución debe garantizar que 
los compromisos estatales se traduzcan en acciones concretas, con 
presupuestos asignados y metas claras, mediante el ejercicio de una 
función de rendición de cuentas al más alto nivel.

Una Defensoría proactiva no puede operar de manera aislada, ya 
que su eficacia depende de una base sólida de conocimiento y de la 
colaboración con otros actores clave. Para abordar la complejidad 
técnica de los conflictos socioambientales, la institución debe 
modernizar sus capacidades internas y fomentar la cooperación, 
a partir del reconocimiento de que la defensa ambiental es una 
responsabilidad compartida.

La creación de unidades especializadas responde directamente 
a este desafío. Es necesario que las defensorías desarrollen áreas 
internas dedicadas al ámbito ambiental, con equipos conformados 
por profesionales de diversos perfiles. Estos equipos deben incluir 
abogados y expertos en ciencias ambientales, cambio climático, 
sociología y derechos humanos, con el fin de garantizar un enfoque 
multidisciplinario.

Esta estructura permitiría a la institución realizar análisis más 
rigurosos y evaluar con mayor solidez la información técnica sumi- 
nistrada por la administración pública. Asimismo, facilitaría la 
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formulación de recomendaciones jurídicamente correctas, cientí-
ficamente viables y socialmente pertinentes, que aborden los pro- 
blemas ambientales desde su dimensión social (Hannigan, 2006).

También es necesario establecer mecanismos de colaboración con 
actores externos, ya que ninguna institución posee el monopolio 
del conocimiento. La formalización de alianzas con universidades, 
centros de investigación y organizaciones no gubernamentales 
enriquecería la labor institucional y contribuiría a suplir sus caren- 
cias internas.

La academia puede aportar análisis técnicos, mientras que la 
sociedad civil ofrece un conocimiento profundo de las realidades 
locales y facilita la comunicación con las comunidades. Esta 
colaboración fortalece la legitimidad de las defensorías regionales, 
amplifica el impacto de sus intervenciones y enriquece el debate 
público sobre el desarrollo.

Finalmente, dado que los desafíos climáticos tienen un alcance 
global, el aislamiento institucional resulta ineficaz. La participación 
en redes de defensores del pueblo en los ámbitos regional e interna-
cional es esencial, pues estos espacios facilitan el intercambio de 
buenas prácticas y el aprendizaje institucional, lo que permite 
abordar de manera coordinada problemas transfronterizos, como 
la gestión de cuencas o la migración climática.

Un ombudsman fortalecido debe orientar sus esfuerzos a reducir la 
brecha existente con las poblaciones más vulnerables. La legitimidad 
institucional se mide por su capacidad real para ser útil a quienes 
más lo necesitan. Por ello, es necesario transitar de un acceso pasivo 
a la justicia hacia una política activa de acercamiento y empodera-
miento comunitario.

Para lograrlo, es necesario diseñar e implementar sistemas de alerta 
temprana culturalmente adecuados y accesibles. Estos canales deben 
permitir que las comunidades informen sobre amenazas inminentes 
contra sus derechos, como el inicio de proyectos sin consulta previa. El 
Sistema de Alertas Tempranas, creado originalmente para responder 
al conflicto armado, constituye una herramienta fundamental en este 
ámbito (Corporación Excelencia en la Justicia, 2019).
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Asimismo, el acceso a la justicia debe ser una realidad material y no 
solo una declaración formal. Esto requiere superar el centralismo 
tradicional mediante la descentralización de los servicios, el fortaleci-
miento de las defensorías regionales y la creación de unidades móviles 
que visiten zonas remotas. Esta presencia territorial reduce las barreras 
de acceso y permite a los funcionarios comprender de primera mano la 
complejidad de los conflictos locales (Gutiérrez, 2011).

La protección de los derechos en el contexto de la crisis climática 
debe reconocer las vulnerabilidades específicas de cada grupo social. 
Es esencial adoptar un enfoque intercultural que respete las cosmovi-
siones y las formas de organización de los pueblos indígenas y de 
otras comunidades étnicas. Esto resulta especialmente relevante en 
contextos como el de La Guajira, donde la escasez de agua agrava 
condiciones históricas de marginación (Gutiérrez Álvarez et al., 2022).

Finalmente, en escenarios de alta polarización, las vías jurídicas 
pueden resultar insuficientes (Corporación Excelencia en la Justicia, 
2019). En estos casos, la mediación constituye una herramienta 
valiosa para el ombudsman. Su capacidad para facilitar el diálogo 
y construir consensos es una de sus funciones más eficaces para 
resolver conflictos socioambientales complejos (Merlinsky, 2007).

5.	 Conclusiones

El ombudsman desarrolla su labor en un momento crítico para la 
humanidad, en un contexto en el que el cambio climático agrava 
las desigualdades y provoca daños irreversibles y pérdidas que 
amenazan los derechos humanos y llevan a muchas naciones al 
borde de un punto de no retorno. Este escenario, caracterizado por 
las disputas por los recursos, los desafíos asociados a la transición 
energética y una desigualdad creciente, exige reevaluar el papel de 
las instituciones garantes de derechos.

En este sentido, la Defensoría del Pueblo de Colombia enfrenta 
un punto de inflexión histórico, pues el aumento del 43  % en la 
conflictividad social y la persistente violencia contra los defensores 
ambientales evidencian que su modelo institucional tradicional 
resulta insuficiente para garantizar la justicia climática.
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Como parte del análisis efectuado, por una parte, se identificaron 
los desafíos que limitan su desempeño. En el ámbito jurídico, la 
eficacia de la Defensoría se encuentra restringida por la naturaleza 
no vinculante de sus resoluciones y por las limitaciones de su 
mandato para intervenir frente a actores privados. En los ámbitos 
técnico y sociopolítico, enfrenta la falta de conocimientos especia-
lizados, las dificultades para establecer nexos causales y las 
marcadas asimetrías de poder.

Por otra parte, se caracterizaron los retos y las debilidades críticas que 
enfrenta el ombudsman, relacionados con la insuficiencia de recursos, 
la falta de especialización interna y las barreras que dificultan el 
acceso de las comunidades más vulnerables a sus servicios. Ante 
estos desafíos, se plantea la necesidad de formular estrategias que 
permitan transformar esta figura en un actor central de la justicia 
climática. Esto requiere transitar de un enfoque reactivo hacia uno 
proactivo y estratégico, mediante el desarrollo de investigaciones 
de oficio y el litigio estratégico orientados a anticipar los conflictos.

Finalmente, la discusión destaca la necesidad de fortalecer las 
capacidades internas mediante la creación de unidades especia-
lizadas y el establecimiento de alianzas con la academia y la 
sociedad civil. Se concluye que el fortalecimiento de la Defensoría 
requiere una reforma institucional que priorice la especialización y 
la conformación de equipos interdisciplinarios capaces de abordar 
la complejidad técnica de los conflictos climáticos.
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